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La discapacidad es un fenómeno social que afecta a un número significativo de la 
población, tanto nacional como global, y, a su vez, es un factor de discriminación 
laboral. Por ello, se le ha debido prestar atención en los últimos años a los 
programas de igualdad material para involucrar a las personas con discapacidad 
temporal o permanente en todos los niveles de la vida en comunidad, en virtud 
de las políticas de inclusión y de equidad propias de un Estado Social de Derecho. 
Así las cosas, el Estado debe crear las condiciones de participación activa de todas 
las personas atendiendo a los valores de dignidad e igualdad material. Una de las 
formas de incentivar la participación de las personas con discapacidad, es la de 
fomentar su inclusión en las políticas de empleo. En este documento se presentan 
algunas de las características generales de la política de empleo público y las 
obligaciones que se han venido adoptando por el Estado Colombiano.
Palabras clave
Discapacidad, empleo público, políticas públicas.
Situación general de la discapacidad
La RAE define la discapacidad como “condición de discapacitado” o como una “ma-
nifestación de discapacidad” (Real Academia Española, 2019). A su vez, la palabra 
discapacitado está definida como un adjetivo que significa “Dicho de una persona: 
Que padece una disminución física, sensorial o psíquica que la incapacita total o 
parcialmente para el trabajo o para otras tareas ordinarias de la vida” (RAE, 2019). 
Si bien eso da un aspecto general sobre la discapacidad, es insuficiente para su 
comprensión completa.
En consecuencia, con la evolución global hacia la inclusión de las personas dis-
capacitadas, en el país se sancionó, en el 2013, la Ley Estatutaria 1618 de aquél 
año en la que, en su artículo 2, numeral 1, se definen a las personas en condición 
de discapacidad como aquellas que: “tengan deficiencias físicas, mentales, inte-
lectuales o sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas 
barreras incluyendo las actitudinales, puedan impedir su participación plena y 
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás” (Ley Estatutaria 
1618 del 2013, art. 2). Con esta ley se busca la creación de políticas de inclusión y 







































La discapacidad, como disminución física o intelectual de las per-
sonas en la sociedad, ha sufrido cambios, que van desde la exclusión 
(o el asesinato) al que eran sometidas las personas con disminucio-
nes físicas en las comunidades antiguas, hasta la comprensión y la 
asimilación como un deber ético. En este sentido, tenemos ejemplos 
en los libros de historia de cómo la diferencia marcada por cualquier 
rasgo físico generaba rechazo social, siendo suficiente para la exclu-
sión de la persona de las ciudades (Foucault, 2015). A lo anterior se 
refiere Seoane cuando dice que
[H]asta el siglo XVIII discurre la fase de exclusión, en la que la per-
sona con discapacidad es equiparada y tratada como un animal sal-
vaje (…) La consecuencia es la negación de la condición de persona y 
su exclusión o supresión, bien mediante su desaparición física, bien 
apartándola de la vida social. No obstante, a partir de la Edad Media 
disminuyen las medidas más drásticas y aumenta la exposición y el 
abandono de niños, así como los asilos, reformatorios y manicomios. 
(Seoane, 2011, p. 145).
Durante la Segunda Guerra Mundial, el régimen Nazi realizó lim-
piezas de personas con enfermedades mentales y discapacidades 
físicas, en lo que se llamó el plan Aktion T-4, o eutanasia, que sería el 
antecedente directo para el Holocausto Judío. Los experimentos mé-
dicos del régimen liderado por Hitler dieron lugar a la expedición de 
normas éticas sobre el uso de seres humanos en proyectos médicos, 
siendo la primera de ellas, el Código de Núremberg.
Sin embargo, dada la crisis social, cuya máxima expresión se dio 
en el periodo que va desde 1939 a 1945, surgió un nuevo modelo 
social y humano. La atención a la discapacidad toma fuerza en la 
década de los años setenta, especialmente a través de la denomina-
da teoría del neocontractualismo, cuyo máximo exponente fue John 
Rawls.
Rawls diseña un modelo teórico en la filosofía política por medio 
del un modelo de justicia como equidad que, tomado de las bases del 
contractualismo francés de la ilustración, afirma la importancia del 















































































pero atendiendo las diferencias específicas, basado en la concep-
ción de que todos somos personas con dignidad: “el concepto 
de persona ha sido el de alguien que participa en la vida social o 
cumple algún papel en ella, por tanto de alguien que puede ejer-
cer y respetar sus diversos derechos y deberes” (Rawls, 2012, p. 
49). Esta idea rawlsiana, ha sido reconocido por otras corrientes 
teóricas y filosóficas, como se evidencia en. Nussbaum (2018), 
al afirmar que; “cabe pensar que una sociedad justa tomaría en 
consideración la otra cara del problema, es decir, las cargas que 
todo esto supone para los cuidadores de las personas depen-
dientes” (p. 111).
Por su parte, La Organización Mundial de la Salud, en el año 
1980, creó la Clasificación Internacional de Deficiencias, Discapa-
cidades y Minusvalías (en adelante CIDDM), actualizada en el año 
1999 con la Clasificación Internacional del Funcionamiento, de 
la Discapacidad y de la Salud (CIF). Los conceptos en el CIDDM, 
respecto del asunto que nos interesa, son:
 » Deficiencia: Toda pérdida o anormalidad de una estructura o 
función psicológica, fisiológica o anatómica.
 » Discapacidad: Toda restricción o ausencia (debida a una defi-
ciencia) de la capacidad de realizar una actividad en la forma 
o dentro del margen que se considera normal para un ser 
humano.
 » Minusvalía: Una situación de desventaja para un individuo de-
terminado, consecuencia de una deficiencia o de una disca-
pacidad, que limita o impide el desempeño de un rol que es 
normal en su caso (en función de su edad, sexo o factores 
sociales y culturales) (OMS , 1980).
En la versión actualizada, la CIF inicia con la advertencia de 
que:
Como clasificación, la CIF agrupa sistemáticamente los distintos 
dominios de una persona en un determinado estado de salud (ej. 
Lo que una persona con un trastorno o una enfermedad hace o 






































como un término global, que hace referencia a todas las Funciones Corporales, Actividades 
y Participación; de manera similar, discapacidad engloba las deficiencias, limitaciones en la 
actividad, o restricciones en la participación. La CIF también enumera Factores Ambientales 
que interactúan con todos estos “constructos”. Por lo tanto, la clasificación permite a sus 
usuarios elaborar un perfil de gran utilidad sobre el funcionamiento, la discapacidad y la 
salud del individuo en varios dominios. (OMS, 2001) 
Situación de la discapacidad en Colombia:
En la actualidad no se cuenta con un dato actualizado y global de la discapacidad 
en el país. Acerca de la información confiable, esta crítica obedece a que el último 
censo en Colombia es del año 2005 puesto que el del año 2018 ha sido desestimado 
incluso por el DANE. Por otra parte, se cuenta con el Registro para la Localización y Ca-
racterización de Personas con Discapacidad – RLCPD, a cargo del Ministerio de Salud 
(antes de Protección Social) que tiene carácter voluntario.
Ahora bien, de conformidad con el informe presentado por la Sala Situacional 
de las Personas Discapacitadas (PCD) dirigida por el Ministerio de Salud, a junio de 
2018, existían 2.624.898 personas con algún tipo de discapacidad en Colombia (DANE, 
2005), de las cuales solo 1.404.108 se encontraban en el registro diseñado para tal fin 
(RLCPD).
TABLA 1
NÚMERO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN COLOMBIA
En tal sentido, se observa que, a pesar de existir algunas cifras indicativas sobre el 
tema en análisis en el censo poblacional y de vivienda realizado en el año 2018 por el 
gobierno nacional, las cifras oficiales siguen siendo las obtenidas en el año 2005, las 
cuales, a la fecha, han presentado algunas proyecciones.
Encontramos entonces, los resultados del censo del año 2005 que muestran el 
siguiente panorama:
Fuente: Informe - Sala Situacional de las Personas Discapacitadas (PCD), 2018.
Fuente de  
información
No  Personas con 
discapacidad
% De la Población 
total
DANE Censo 2005 2.624.898 6,3






























































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































El resultado es un total del 6,3% de la población con algún tipo de discapacidad per-
manente, con mayor prevalencia en los hombres (6,6%) y más bajo en mujeres (6,1%).
En cuanto a los tipos de discapacidad en porcentajes se tiene el siguiente panorama:
FIGURA 1



























































































































































































































































































































































































































































































Respecto al número de discapacidades, está el siguiente cuadro:








































Fuente: Censo poblacional 2005 – DANE.
Ahora bien, teniendo en cuenta los datos por departamentos, el censo de 2005 
arrojó que los cinco departamentos con mayor porcentaje de personas con disca-
pacidad permanente son: Cauca 9,5%, Nariño 9%, Boyacá 8,8%, Huila 8,5% y Quindío 
8%; mientras que aquellos que tienen menor porcentaje, con al menos una limitación 
permanente, son: La Guajira 3,6%, Amazonas 3,9%, Guaviare 4,4%, Bogotá (sic) 4,9% y 
Guainía 5% (DANE, 2005).
Colombia respecto de América 
Latina y el mundo
Según el Informe Regional sobre la Medición 
de la Discapacidad en América Latina y El Caribe 
de la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (CEPAL) perteneciente a la Organización de 
las Naciones Unidas, Colombia se encuentra en en 
una posición intermedia (6,3% nacional, frente al 
12,6% regional) entre los países con menor y ma-
yor porcentaje de discapacidad permanente. Este 








































AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (39 PAÍSES): POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD, 2001-2010
Fuente: Cepal, 2010.
No obstante, tal como se anotó, en junio de 2018 el Ministerio de Salud presentó el 
informe de la Sala Situacional de Personas con Discapacidad, el cual tuvo como base 
el censo de 2005 y se actualizó a través de proyecciones para el año 2018 (Ministerio 
de Salud, 2018). Según las proyecciones del Ministerio de Salud, los datos de personas 
con discapacidad en Colombia los datos más relevantes sobre personas con discapa-
















































































ESTRUCTURA PIRAMIDAL DE LA POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD. RLCPD






































FIGURA 4: GENERO Y ALTERACIÓN
Hombre
Mujer
El movimiento del cuerpo, manos, brazos, piernas
El sistema nervioso
Los ojos
El sistema cardiorespiratorio y las defensas
Los oídos
La voz y el habla
La digestión, el metabolismo, las hormonas
El sistema genital y reproductivo
La piel


















Fuente: Informe – Sala situacional de las Personas Discapacitadas (PCD), 2018, p. 21.
Así mismo, señala el informe el número de personas con discapacidad que se en-
cuentran trabajando:
FIGURA 5
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De lo anterior, se observa que aproximadamente el 
80% de las personas con discapacidad en el país se en-
contraban, para la fecha, sin trabajo o sin vinculación la-
boral alguna, y tan solo el 11% contaba con algún tipo de 
vinculación estable o a término indefinido. De éstas últi-
mas, en su mayoría en el área de servicios (26%,) seguida 
por la actividad agrícola (23%). Es así como la situación 
de empleabilidad y formalidad en el empleo ocupa las 
políticas estatales en procura del bienestar de la pobla-
ción en discapacidad.
De igual manera el registro de las actividades desa-
rrolladas por las personas en situación de discapacidad, 
muestra que solo 165.283 estuvieron laborando.
TABLA 4
PERSONAS CON DISCAPACIDAD SEGÚN SU OCUPACIÓN EN LOS ÚLTIMOS 6 MESES ANTES 
DEL REGISTRO. RLCPD
PERSONAS CON DISCAPACIDAD 165.283






































Sin embargo, es necesario aclarar que, aunque el registro en el RLCPD no es obliga-
torio para las personas con discapacidad, no obstante es una herramienta que arroja 
datos interesantes, como los que a continuación se relacionan:
FIGURA 6
NÚMERO DE PERSONAS SEGÚN EL AÑO DE APLICACIÓN O ACTUALIZACIÓN DEL 
REGISTRO DE DISCAPACIDAD.
















































































NÚMERO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD POR DEPARTAMENTO DE RESIDENCIA
Fuente: Informe – Sala Situacional de las Personas Discapacitadas (PCD), p. 9, junio de 
2018
Se evidencia así que el 52% de las personas con discapacidad Bogotá D.C., y en 
departamentos como Valle del Cauca, Antioquia, Santander y Nariño.
Acercamiento progresivo entre el Derecho, el 
Estado y la Discapacidad
En un aspecto supraestatal, se encuentra la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
el 13 de diciembre del 2006 y, como dice el texto de la página de la ONU, “Nunca una 
convención de las Naciones Unidas había reunido un número tan elevado de signata-






































inclusión de las personas menos favorecidas en aspectos físicos o psíquicos, quienes, 
comúnmente, son olvidadas por el Derecho y el Estado, o vistas, desde la perspectiva 
pública, solo como ciudadanos no activos y carentes de capacidad productiva. Esta in-
clusión es de vital importancia en la sociedad, pues “Cualquier sociedad decente debe 
responder a sus necesidades de asistencia, educación, respeto, actividad y amistad” 
(Nussbaum, 2018, p. 109).
Esta Convención, que no permite reservas para los estados miembros de las Nacio-
nes Unidas, fue aprobada en Colombia mediante la Ley 1346 del 2009 y tiene, entre 
otras, las siguientes características:
El objetivo de la Convención es:
[…] promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, 
y promover el respeto de su dignidad inherente, mientras que considera a las personas 
con discapacidad como aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o 
sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su partici-
pación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. (Ley 1346 
del 2009, art. 1) 
Teniendo en cuenta lo anterior, y la necesidad de mejorar las políticas de empleo 
para las personas con discapacidad, es importante traer a colación las normas que, 
sobre el particular, nos refieren el objeto de análisis como es el caso de la Ley 1349 
del 2009 que dice, entre otras:
ARTÍCULO 4° OBLIGACIONES GENERALES. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y 
promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 
de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A 
tal fin, los Estados Partes se comprometen a:
a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean perti-
nentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención;
c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción 
de los derechos humanos de las personas con discapacidad;
e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización o empresa 
privada discriminen por motivos de discapacidad;
ARTÍCULO 27° TRABAJO Y EMPLEO: 1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el 
derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o 
aceptado en un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a 















































































del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapacidad durante el 
empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, entre ellas:
a) Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las cues-
tiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de selección, contrat-
ación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional y unas condiciones de 
trabajo seguras y saludables;
b) Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con 
las demás, a condiciones de trabajo justas y favorables, y en particular a igualdad de opor-
tunidades y de remuneración por trabajo de igual valor, a condiciones de trabajo seguras y 
saludables, incluida la protección contra el acoso, y a la reparación por agravios sufridos;
e) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de las personas con dis-
capacidad en el mercado laboral, y apoyarlas para la búsqueda, obtención, mantenimiento 
del empleo y retorno al mismo;
g) Emplear a personas con discapacidad en el sector público demás. (Ley 1346 del 2009, art. 4)
Con posterioridad se expidió la Ley Estatutaria 1618 del 2013 por la cual se garanti-
za el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. Dentro de esta 
norma surgen dos tipos de obligaciones que tiene el Estado para con las personas 
que cuentan con algún tipo de discapacidad. La primera de ellas consiste en permitir 
el acceso de los discapacitados a los servicios públicos a través de los medios físicos y 
electrónicos dispuestos. Como segunda medida se debe garantizar que las personas 
con discapacidad estén en igualdad de condiciones para el acceso al empleo público.
Sobre la última, el concepto de igualdad material ha de ser el definido por la Corte 
Constitucional en diferentes sentencias (T-553 de 2011, T-684A de 2011, T-770 de 
2012, C-685 de 2015) en el que se aboga por la igualdad material frente a la formal. 
Así, por ejemplo, en la sentencia T.684 de 2011, dice la Corte:
La Sala reitera que la discriminación sobre la población en situación de discapacidad es 
especialmente marcada en el ámbito laboral, por lo cual, resulta indispensable que el Estado 
adopte y ejecute acciones afirmativas en esta órbita. El Estado está en la obligación de re-
alizar todas las acciones posibles que permitan igualar las condiciones de acceso laboral de 
dichas personas. En consecuencia, la Corte Constitucional ha establecido la importancia de 
dar especial protección a las personas con discapacidad, resaltando la orden constitucional 
de realizar acciones efectivas que pongan a esta población en igualdad de condiciones al 






































La materialización de los derechos de las personas con 
discapacidad: la política pública de inclusión en el sector 
público
El Estado ha debido fortalecer, a través de un marco normativo específico, la inclu-
sión de personas con algún tipo de discapacidad para el fortalecimiento de la función 
pública. Dichas acciones no solo prevén la política de inclusión a través de mecanis-
mos de comunicación idóneos en el uso de Tecnologías de la Información y la Comuni-
cación, en la que el Plan gubernamental Vive Digital 2010– 2018 previó medios para el 
fomento de la cultura (cine para ciegos), software y ampliación de la red para personas 
con discapacidad, especialmente visual (Tabarquino-Muñoz, 2018, p. 172), sino, ade-
más, la empleabilidad de personas con discapacidades.
Esta política, que se adhiere al concepto de acciones afirmativas (en otros con-
textos llamada discriminación inversa o positiva), se evidencia, con la expedición del 
Decreto 2011 del 2017, por medio del cual se dispone de la obligatoriedad de cierto 
porcentaje de vinculación laboral de personas con discapacidad en el sector público.
Algunos aspectos interesantes se dan desde el principio base de la norma, median-
te el fomento y el fortalecimiento de la vinculación con discapacidades en el sector pú-
blico nacional (artículo 2.2.12.2.1) y, la visión de la empleabilidad no como una función 
u obligación, sino como una forma de participación:
ARTÍCULO 2.2.12.2.3. Porcentaje de vinculación de personas con discapacidad en el sector 
público. El Estado, a través de todos los órganos, organismos y entidades de los niveles 
nacional, departamental, distrital y municipal, en los sectores central y descentralizado y a 
los órganos autónomos e independientes, para promover el acceso al empleo público de las 
personas con discapacidad deberán vincular como mínimo el porcentaje que este Capítulo 
establece de acuerdo con las siguientes reglas:
2. Las entidades deberán efectuar el alistamiento necesario para el cumplimiento de la 
participación, en términos de la vinculación del porcentaje requerido y de ajustes razonables 
para la inclusión de esta población. (Decreto 2011 del 2017, art. 2.2.12.2.3) 
En el numeral 4 se obliga a las entidades rectoras del empleo público en Colombia 
a cumplir ciertas funciones. Estas entidades son: el Departamento Administrativo de la 
Función Pública, la Comisión Nacional del Servicio Civil y el Servicio Público de Empleo.
Así, por ejemplo, como afirmó el DAFP en relación con el Decreto 2011 del 2017:
De acuerdo con la norma citada se deben reportar los empleos de la planta obtenida de la 















































































ción, de carrera administrativa, de periodo u otros que determine la ley, temporal, traba-
jadores oficiales y planta de trabajadores privados.
Los concursos de mérito para acceder a empleos públicos en el país promueven la 
participación, en igualdad de condiciones, teniendo en cuenta los aspectos del conoci-
miento y evaluación de los requisitos de formación académica y experiencia laboral. Lo 
anterior es claro, teniendo en cuenta el principio del mérito, a pesar de la percepción de 
las políticas de empleo para poblaciones vulnerables (Morales-González et al. , 2019).
El fortalecimiento de la igualdad de condiciones se logra a través de políticas que 
incentiven la participación en los concursos públicos de carrera administrativa. Entre 
estas políticas está crear las condiciones para que las personas concursen en un plano 
de igualdad en las convocatorias públicas para proveer empleos de carrera adminis-
trativa. Al ser la evaluación objetiva y el ganador provenir de una lista de elegibles, el 
papel del Estado es permitir que todos concursen en igualdad de condiciones.
Para lograr lo anterior, la Comisión Nacional del Servicio Civil ha generado condicio-
nes de accesibilidad para permitir la inclusión de las personas en discapacidad, pro-
porcionando, en su plataforma SIMO, las condiciones que permitan, a este grupo de 
personas, acceder a empleos de carrera administrativa. Así las cosas, a diciembre del 
2019, 7.164 personas con discapacidad se encontraban registradas en SIMO, 5.460 
inscritas en convocatorias públicas de empleo y 668 en listas de elegibles. (Sistema 
SIMO, 2019)
De la misma manera, se han implementado algunas herramientas puestas a dis-
posición de las personas en situación de discapacidad por parte de las universidades 
que, como operadores de los procesos de selección, avanzan de la mano de la CNSC 
en el fortalecimiento de la política de inclusión. Entre ellas encontramos las diagrama-
ciones especiales de cuadernillos, intérpretes de lenguaje de señas, acompañamiento 
para aspirantes con dificultades de movilidad, entre otras.
También están las disposiciones contenidas en el artículo 11 del Acuerdo 165 del 
2020 de la CNSC, el cual establece el procedimiento de desempate entre dos elegibles 
en un proceso público de provisión de empleos de carrera administrativa, en donde 
la discapacidad es el primer criterio de desempate en el uso de listas de elegibles, así:
Cuando dos o más aspirantes obtengan puntajes totales iguales en la conformación de la 
lista de elegibles, ocuparan la misma posición en condición de empatados; en estos casos 
para determinar quién debe ser nombrado en periodo de prueba, se deberá realizar el 
desempate, para lo cual se tendrán en cuenta los siguientes criterios, en su orden. 1. Con el 
aspirante que se encuentre en situación de discapacidad. 2. Con quien ostente derechos en 
camera administrativa. Con el aspirante que demuestre la calidad de víctima, conforme a lo 






































Finalmente, consideramos importante hacer referencia a la disposición conteni-
da en el Decreto 1082 del 2015, que reglamenta el sector de Planeación en nuestro 
país, y en donde se encuentran algunas regulaciones de tipo contractual. Dichas re-
gulaciones se logran enmarcan en la política analizada, toda vez que contribuyen a la 
empleabilidad de las personas con discapacidad mediante incentivos creados para las 
empresas que contratan con el Estado, por ejemplo, en situaciones como el desempa-
te en casos de licitación y la puntación adicional, como señala a continuación:
Artículo 2.2.1.2.4.2.6. Puntaje adicional para proponentes con trabajadores con discapaci-
dad. (Adicionado por el artículo 1° del Decreto 392 de 2018). En los procesos de licitaciones 
públicas y concursos de méritos, para incentivar el sistema de preferencias a favor de las 
personas con discapacidad, las entidades estatales deberán otorgar el uno por ciento (1%) 
del total de los puntos establecidos en el pliego de condiciones, a los proponentes que 
acrediten la vinculación de trabajadores con discapacidad en su planta de personal, de acu-
erdo con los siguientes requisitos: 1. La persona natural, el representante legal de la persona 
jurídica o el revisor fiscal, según corresponda, certificará el número total de trabajadores 
vinculados a la planta de personal del proponente o sus integrantes a la fecha de cierre del 
proceso de selección. 2. Acreditar el número mínimo de personas con discapacidad en su 
planta de personal, de conformidad con lo señalado en el certificado expedido por el Min-
isterio de Trabajo, el cual deberá estar vigente a la fecha de cierre del proceso de selección. 
(DAFP, Decreto 1082 del 2015, art. 2.2.1.2.4.2.6).
A partir de lo expuesto, consideramos que, si bien la discapacidad no puede ser un 
mecanismo de preferencia para acceder al empleo, en especial al empleo público, el 
desarrollo de los concursos y las etapas que se establezcan para ello. Tampoco pue-
den, las políticas de empleo, convertirse en una barrera para la participación efectiva, 
pues la tarea debe considerarse a la luz de las alianzas estratégicas de las entidades 
públicas como prioritaria, para el restablecimiento de los derechos de los más vulne-
rables, logrando así la empleabilidad de las personas en condiciones de discapacidad 
















































































La discapacidad ha tomado un papel preponderante en las sociedades contem-
poráneas, dentro de las que se incluye la nuestra, y ha obligado a adoptar medidas, 
no solo de auxilio, sino de real y verdadera participación. Colombia, al ser un Estado 
Social de Derecho debe promover la inclusión de todas las personas, sin importar sus 
condiciones personales, en todas las esferas de la vida social, política, económica y 
cultural de la nación.
En virtud de instrumentos internacionales, una de las obligaciones que han sido 
adoptadas por el ordenamiento jurídico interno, ha sido promover la empleabilidad de 
las personas con discapacidad en el desempeño de las funciones públicas. Por ello el 
Estado, a través de las entidades encargadas de la vigilancia, promoción y reglamenta-
ción de las políticas de empleo, ha tomado medidas para generar acciones afirmativas 
que permitan materializar el ideal de una sociedad justa en la que las condiciones 
físicas o psicológicas no se conviertan en una barrera para el logro de los valores pú-
blicos.
Algunas acciones han sido: incluir cuotas de empleabilidad de personas con algún 
grado de discapacidad en las plantas de personal de libre nombramiento y remoción y 
la preferencia en la escogencia de plaza como resultado de un empate en un concurso 
de méritos realizado de forma objetiva.
Si bien entidades como la Comisión Nacional del Servicio Civil, el Departamento Ad-
ministrativo de la Función Pública y el Servicio Público de Empleo han desempaño una 
función central en los avances hacia el objetivo final de acabar con la discriminación 
laboral con ocasión de la discapacidad, aún estamos a una distancia enorme para ver 








































DAFP (Departamento Administrativo de la Función Pública). 2019. Concepto 77811 
de 2019 Radicado No.: 20196000077811. Bogotá: DAFP.
Foucault, M. (2015). Historia de la Locura en la época clásica. Tomo I. Ciudad de 
México: Fondo de Cultura Económica.
Foucault, M. (2015). Historia de la Locura en la época clásica. Tomo II. Ciudad de 
México: Fondo de Cultura Económica.
Ley 1346 de 2009 (Julio 31) Por medio de la cual se aprueba la “Convención sobre 
los Derechos de las personas con Discapacidad”, adoptada por la Asamblea General 
de la Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006. Diario Oficial 47.427 de julio 31 de 
2009.
Ley 1448 de 2011 (Junio 10). Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras dispo-
siciones. Diario Oficial 48096 de junio 10 de 2011.
Ley Estatutaria 1618 DE 2013 (febrero 27). por medio de la cual se establecen las 
disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con 
discapacidad. D.O. 48.717, febrero 27 de 2013.
Morales-González, K., Manjarrés de Ávila, W., y de la Cruz-Almanza, S. (2019). Eva-
luación del Servicio Público de Empleo: sus efectos en la inserción laboral formal en el 
Área Metropolitana de Barranquilla, Colombia. Lecturas de Economía, (No. 91), 211-
239.
Nussbaum, M. (2018). Las fronteras de la justicia. Bogotá: Editorial Paidós.
Puentes, G. (2017). Fricciones entre las ramas del poder público a propósito de la 
función pública en Colombia. Estudios Socio-Jurídicos, (19(1)), 79-123.
Rawls, J. (2012). La justicia como equidad. Una reformulación. Barcelona: Editorial 
Paidós.
Seoane, J. A. (2011). ¿Qué es una persona con discapacidad? Ágora – Papeles de 
filosofía. (No. 30/1), 143-161.
Tabarquino-Muñoz, R. A. (2018). El servicio público de las Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones (TIC) en Colombia 2010-2018. Entramado, Vol. 14 No. 2, 
166-181.

